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CRITERIOS UTILIZADOS POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH) EN SUS PRINCIPALES MECANISMOS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS: PÁRRAFO RESOLUTIVO 7.C DE LA RESOLUCIÓN AG/RES.1917 (XXXIII-O/03) “OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS”

(Para la consideración de la CAJP el día 20 de noviembre de 2003)

CRITERIOS UTILIZADOS POR LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS (CIDH) EN SUS PRINCIPALES MECANISMOS DE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS: PÁRRAFO RESOLUTIVO 7.C DE LA RESOLUCIÓN AG/RES.1917 (XXXIII-O/03) “OBSERVACIONES Y RECOMENDACIONES AL INFORME ANUAL DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS”

(Para la consideración de la CAJP el día 20 de noviembre de 2003)
En su Resolución AG/RES. 1917 (XXXIII-O/03) “Observaciones y Recomendaciones al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos”, la Asamblea General invitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a que:

Continúe el diálogo con los Estados Miembros en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a la luz de la aplicación de su nuevo reglamento, en particular para ilustrar sobre los criterios utilizados en sus principales mecanismos de protección de los derechos humanos, tales como medidas cautelares, visitas in loco, publicación de informes, soluciones amistosas, plazos en la revisión y tramitación inicial de las peticiones, entre otros.

Como parte de su respuesta al llamado de la Asamblea General, la CIDH puso en práctica la iniciativa de invitar a representantes de los Estados miembros a un taller sobre el funcionamiento del sistema interamericano, el cual tuvo lugar durante los días 2 y 3 de octubre de 2003.  Los participantes coincidieron en resaltar el valor positivo de la experiencia.

En esta oportunidad, corresponde expresar agradecimiento a los Estados Miembros por la invitación a continuar con el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos a través del canal ofrecido por la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente de la Organización.  En la medida en que resulta posible presentarlos en forma abstracta y sintética, sin hacer referencia a consideraciones relativas a casos particulares, la Comisión Interamericana expondrá a continuación los criterios utilizados en el desempeño de su mandato en el área de la tramitación inicial de peticiones individuales, los procedimientos orientados a la búsqueda de una solución amistosa, la publicación de informes, la invocación del mecanismo de medidas cautelares, y la realización de visitas in loco.  Estos criterios se ciñen a las normas establecidas en la Carta de la OEA, la Convención Americana y otros tratados de derechos humanos adoptados en el ámbito interamericano, el Estatuto y el Reglamento de la Comisión, así como por la interpretación que de éstas han desarrollado la Corte Interamericana y la propia Comisión.

I. REVISIÓN Y TRAMITACIÓN INICIAL DE PETICIONES INDIVIDUALES

Según establecen las normas del Sistema, cualquier persona o grupo de personas, o entidad no gubernamental legalmente reconocida, puede presentar a la Comisión peticiones en su propio nombre o en el de terceras personas, referentes a la presunta violación de alguno de los derechos humanos reconocidos, según el caso, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en la jurisdicción de los Estados miembros de la OEA, conforme a las respectivas disposiciones de dichos instrumentos, el Estatuto y el Reglamento de la Comisión.

Las normas vigentes establecen que la Comisión considerará estas peticiones solamente cuando llenen los requisitos establecidos en los instrumentos citados, en el Estatuto y en el Reglamento.
  El artículo 28 del Reglamento enumera una serie de requisitos que p ueden ser agrupados de la siguiente forma:
· Los datos del peticionario (el nombre, nacionalidad y firma de la persona o personas denunciantes o, en el caso de que el peticionario sea una entidad no gubernamental, el nombre y la firma de su representante o representantes legales; si el peticionario desea que su identidad sea mantenida en reserva frente al Estado; la dirección para recibir correspondencia de la Comisión y, en su caso, número de teléfono, facsímil y dirección de correo electrónico);

· Una relación del hecho o situación denunciada, con especificación del lugar y fecha de las violaciones alegadas y la identidad de la víctima y la indicación del Estado que el peticionario considera responsable, por acción o por omisión, de la violación;

· el cumplimiento con el plazo de seis meses previsto en el artículo 32 del Reglamento;

· las gestiones emprendidas para agotar los recursos de la jurisdicción interna o la imposibilidad de hacerlo conforme al artículo 31 del Reglamento;

· la indicación de si la denuncia ha sido sometida a otro procedimiento de arreglo internacional conforme al artículo 33 del Reglamento.

Las normas vigentes encomiendan a la Secretaría Ejecutiva de la CIDH el estudio y tramitación inicial de peticiones.
  La Secretaría desempeña esta tarea mediante la recepción y registro de las peticiones, su análisis en sesión colectiva de trabajo y la determinación de si –según exige el Reglamento—corresponde indicarle al peticionario que debe completar alguno de los requisitos arriba citados, antes de considerar la apertura de un trámite.  Cabe indicar en lo que va del año 2003 la CIDH ha recibido más de 900 peticiones, solamente en su sede.  A esto se suman las peticiones recibidas durante el curso de visitas in loco y aquellas relacionadas con situaciones fuera de lo ordinario, tal y como las 4000 peticiones recibidas en el año 2002 con relación a la crisis económica en la Argentina.

Una vez entregada la información necesaria para completar la consideración de los requisitos establecidos en el Reglamento, la Secretaría Ejecutiva adopta las acciones necesarias para dar trámite a las peticiones.  La extensión de este proceso varía de caso en caso, ya que depende tanto de la naturaleza de la información solicitada como de la disposición del peticionario para responder en forma expedita.  En cualquier caso, la apertura de un trámite y el traslado de las partes pertinentes de la petición al Estado no implican en ninguna forma prejuzgar sobre la decisión de admisibilidad a ser adoptada por la Comisión.

II. SOLUCIONES AMISTOSAS

El procedimiento de solución amistosa previsto en el artículo 48(1)(f) de la Convención Americana
 y 41 del Reglamento de la CIDH tiene como fin el de solucionar casos en forma no contenciosa, fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención y la Declaración Americanas.  La disposición de adelantar un proceso de solución amistosa refleja la intención del Estado de cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención Americana y la Carta de la OEA en virtud del principio pacta sunt servanda.  La Comisión valora altamente los esfuerzos desplegados por Estados miembros y peticionarios destinados a acordar la solución amistosa de asuntos pendientes ante la CIDH en forma compatible con el objeto y fin de la Convención, y considera este procedimiento como la vía ideal para resolverlos.
En cuanto al procedimiento, la CIDH tiene el deber de ponerse a disposición de las partes para facilitar la búsqueda de este tipo de solución al menos una vez durante el trámite del asunto, y las partes pueden invocar la posibilidad de recurrir a este mecanismo en cualquier momento.  Este procedimiento sólo puede ser iniciado y sustanciado con base en el consentimiento de las partes y, toda vez que resulte necesario, la CIDH puede encomendar a uno o más de sus miembros la tarea de facilitar la negociación entre las partes.  De no llegarse a una solución amistosa, la Comisión proseguirá con el trámite de la petición o caso.
  De lograrse una solución por esta vía, la Comisión aprueba un informe que consiste en la exposición de los hechos y la solución lograda, y le da publicidad.

III. MEDIDAS CAUTELARES

El mecanismo de medidas cautelares se encuentra plasmado en el artículo 25 del Reglamento de la CIDH.  Dicha norma indica que en casos de gravedad y urgencia y toda vez que resulte necesario de acuerdo a la información disponible, la Comisión podrá, a iniciativa propia o a petición de parte, solicitar al Estado de que se trate la adopción de medidas cautelares para evitar daños irreparables a una persona o grupo de personas.
  El otorgamiento de tales medidas y su adopción por el Estado no constituyen prejuzgamiento alguno sobre el fondo de la cuestión.

A fin de determinar la gravedad de la situación individual o colectiva de los beneficiarios y la irreparabilidad de las posibles consecuencias, corresponde tener en cuenta todos los elementos disponibles, incluyendo el tenor de las amenazas recibidas (mensajes orales, escritos, simbólicos etc.); los antecedentes de actos de agresión contra personas similarmente situadas; los actos de agresión directa que se hubieren perpetrado contra el beneficiario; un incremento de amenazas que demuestren la necesidad de actuar en forma preventiva; o la apología e incitación a la violencia contra una persona o grupo de personas.  La urgencia de la situación denunciada puede ser determinada sobre la base de la existencia de ciclos de amenazas y agresiones que demuestren la necesidad de actuar en forma inmediata; la continuidad y proximidad temporal de las amenazas recibidas; la existencia de un “ultimátum” creíble mediante el cual –por ejemplo—se le indique al posible beneficiario que debe abandonar la región donde habita.

El seguimiento del cumplimiento con las medidas cautelares depende de la información aportada por las partes, mediante informes periódicos.  Asimismo, la Comisión lleva a cabo audiencias y reuniones de trabajo, en algunos casos, en el territorio de los Estados involucrados, con el fin de facilitar la comparecencia de peticionarios, personas protegidas y funcionarios oficiales del Estado directamente involucrados con los esquemas de protección.

Las medidas cautelares constituyen un importante mecanismo invocado no sólo por la CIDH sino también por la Corte Interamericana de Derechos Humanos a través de las llamadas medidas provisionales
, y por el resto de los órganos intergubernamentales universales y regionales que ostentan roles ya sea judiciales o cuasi-judiciales.  Entre estos órganos se cuentan la Corte Internacional de Justicia
, el Comité de Derechos Humanos de la ONU
, el Comité contra la Tortura de la ONU
 y, por supuesto, la Corte Europea de Derechos Humanos.

IV. PUBLICACIÓN DE INFORMES

Además de rendir su informe anual a la Asamblea General de la OEA, la CIDH prepara, conforme a su mandato convencional
 y su Estatuto,
 los estudios e informes que considere convenientes para el desempeño de sus funciones.  Estos informes pueden clasificarse a grandes rasgos en tres grupos: informes sobre casos individuales (previstos en los artículos 49 –ver “soluciones amistosas” supra— 50 y 51 de la Convención Americana
); informes que analizan ya sea la situación global de los derechos humanos en un Estado miembro o ciertas áreas de preocupación también en un Estado miembro; y por último informes de corte temático.

En el caso de los informes sobre casos individuales, si dentro del plazo de tres meses a partir de la transmisión del informe preliminar al Estado en cuestión, el asunto no ha sido solucionado o, en el caso de los Estados que hubieran aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana, no ha sido sometido a la decisión de ésta por la Comisión o por el propio Estado, la Comisión puede emitir un informe definitivo que contenga su opinión y conclusiones finales y recomendaciones.  Este informe definitivo es transmitido a las partes para que presenten dentro del plazo fijado por la Comisión, información sobre el cumplimiento de las recomendaciones.  La Comisión evalúa el cumplimiento de sus recomendaciones con base en la información disponible y decide sobre la publicación del informe definitivo.  La Comisión decide asimismo sobre su inclusión en el Informe Anual a la Asamblea General de la OEA o su publicación en cualquier otro medio que considere apropiado.

En el caso de los informes generales o especiales sobre la situación de los derechos humanos en un Estado determinado, una vez que el proyecto de informe es aprobado por la Comisión, éste es transmitido al Gobierno del Estado en cuestión para que formule las observaciones que juzgue pertinentes dentro de un plazo determinado.  Una vez recibidas las observaciones del Estado, la Comisión considera si corresponde modificar su informe y decide acerca de las modalidades de su publicación.

Una vez aprobada la publicación de estos informes, la Comisión los transmite por intermedio de la Secretaría General a los Estados miembros de la OEA y sus órganos pertinentes.

V. VISITAS IN LOCO
La CIDH ha realizado más de 70 visitas in loco entre 1961 y el presente, conforme a la atribución estipulada en el artículo 18 de su Estatuto.  Frecuentemente estas visitas han sido conducidas en respuesta a la invitación del propio Estado involucrado dado su interés en contar con la evaluación que la CIDH pueda formular con relación a la situación de los derechos humanos en su territorio.  En este sentido, es de notar que algunos Estados miembros han establecido una estimulante práctica de “puertas abiertas” hacia la CIDH que elimina la necesidad de contar con anuencia o invitación oficial antes de considerar o planear una visita. 

En los casos en los cuales la CIDH considera necesario y oportuno solicitar la anuencia de un Estado miembro para conducir una visita in loco, la decisión es producto de las discusiones sobre la situación de los derechos humanos en el Hemisferio que tienen lugar en el marco de sus sesiones.  En el contexto de estas discusiones pueden considerarse elementos tales como los criterios plasmados en la introducción del capítulo IV del Informe Anual.
  En base a estas discusiones la CIDH puede expresar al Estado en cuestión su interés en conducir una visita que permita mejorar el diálogo y los canales de colaboración con miras a analizar las problemática en materia de derechos humanos y proponer soluciones.
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� Ver artículo 44 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana”).  Ver también artículo 23 del Reglamento de la CIDH, aprobado por la Comisión en su 109º período extraordinario de sesiones celebrado del 4 al 8 de diciembre de 2000, modificado en su 116° período ordinario de sesiones, celebrado del 7 al 25 de octubre de 2002 y en su 118º período ordinario de sesiones, celebrado del 6 al 24 de octubre de 2003 (en adelante “el Reglamento de la CIDH”).


� El artículo 27 del Reglamento de la CIDH establece que “La Comisión tomará en consideración las peticiones sobre presuntas violaciones de los derechos humanos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables, con relación a los Estados miembros de la OEA, solamente cuando llenen los requisitos establecidos en tales instrumentos, en el Estatuto y en el presente Reglamento.”


� El artículo 26(1) del Reglamento de la CIDH establece que “La Secretaría Ejecutiva de la Comisión tendrá la responsabilidad del estudio y tramitación inicial de las peticiones presentadas a la Comisión que llenen todos los requisitos establecidos en el Estatuto y en el artículo 28 del presente Reglamento.”


� El artículo 48(1)(f) de la Convención Americana establece que “La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención, procederá en los siguientes términos:[..](f) se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Convención.”


� El artículo 41(4) del Reglamento de la CIDH establece que “La Comisión podrá dar por concluida su intervención en el procedimiento de solución amistosa si advierte que el asunto no es susceptible de resolverse por esta vía, o alguna de las partes no consiente en su aplicación, decide no continuar en él, o no muestra la voluntad de llegar a una solución amistosa fundada en el respeto de los derechos humanos.”


� El artículo 49 de la Convención Americana establece que “si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las disposiciones del inciso 1.f. del artículo 48 la Comisión redactará un informe que será transmitido al peticionario y a los Estados partes en esta Convención y comunicado después, para su publicación, al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.  Este informe contendrá una breve exposición de los hechos y de la solución lograda.  Si cualquiera de las partes en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia información posible.”


� En cuanto al mecanismo de adopción de la decisión, el artículo 25(2) establece que cuando la Comisión no está reunida, el Presidente, o a falta de éste, uno de los Vicepresidentes, debe consultar por medio de la Secretaría Ejecutiva con los demás miembros.  Si no fuera posible hacer la consulta dentro de un plazo razonable de acuerdo a las circunstancias, el Presidente tomará la decisión en nombre de la Comisión y la comunicará a sus miembros.





� El artículo 63(2) de la Convención Americana dispone que “en casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión”.





� El artículo 41 del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia establece “1.The Court shall have the power to indicate, if it considers that circumstances so require, any provisional measures which ought to be taken to preserve the respective rights of either party.”





� La Regla 86 del Reglamento del Comité de Derechos Humanos establece “The Committee may, prior to forwarding its views on the communication to the State party concerned, inform that State of its views as to whether interim measures may be desirable to avoid irreparable damage to the victim of the alleged violation. In doing so, the Committee shall inform the State party concerned that such expression of its views on interim measures does not imply a determination on the merits of the communication.” Sobre el valor de las medidas adoptadas por el Comité de Derechos Humanos ver Piandiong et al v. The Philippines, Communication No. 869/1999, U.N. Doc. CCPR/C/70/D/869/1999) (October 18, 2000).





� La Regla 108 § 9 del Reglamento del Comité Contra la Tortura establece “In the course of the consideration of the question of the admissibility of a communication, the Committee or the working group or a special rapporteur designated under rule 106, paragraph 3, may request the State party to take steps to avoid possible irreparable damage to the person or persons who claim to be victim(s) of the alleged violation. Such a request addressed to the State party does not imply that any decision has been reached on the question of the admissibility of the communication.”





	� El artículo 39 del Reglamento de la Corte Europea establece “1.The Chamber or, where appropriate, its President may, at the request of a party or of any other person concerned, or of its own motion, indicate to the parties any interim measure which it considers should be adopted in the interests of the parties or of the proper conduct of the proceedings before it. 2 Notice of these measures shall be given to the Committee of Ministers. The Chamber may request information from the parties on any matter connected with the implementation of any interim measure it has indicated.  Sobre el valor y la obligatoriedad de las medidas interinas adoptadas por la Corte Europea de Derechos Humanos ver Eur. Court H.R., Affaire Mamatkulov et Abdurasulovic c. Turkey, Reqs. Nos. 46827/99, 46951/99 (6 February 2003).





� Ver artículo 41(c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


� Ver artículo 18 (c) del Estatuto de la CIDH, aprobado mediante la resolución Nº 447 adoptada por la Asamblea General de la OEA en su noveno período ordinario de sesiones, celebrado en La Paz, Bolivia, octubre de 1979.


� El artículo 50 establece que “1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del inciso 1.e. del artículo 48.  2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán facultados para publicarlo. 3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y recomendaciones que juzgue adecuadas.”  El artículo 51 establece que “1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado, aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a su consideración. 2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada.  3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y si publica o no su informe.”


� Ver artículo 45 del Reglamento de la CIDH.


� Ver artículo 58 del Reglamento de la CIDH.





� Los cinco criterios desarrollados para identificar prácticas que merecen atención especial por parte de la CIDH aparecen plasmados, desde el año 1997, en la introducción del Capítulo IV del Informe Anual.  El primer criterio corresponde a aquellos casos de Estados regidos por gobiernos que no han llegado al poder mediante elecciones populares, por el voto secreto, genuino, periódico y libre, según normas y principios internacionalmente aceptados.  El segundo criterio se relaciona con los Estados donde el libre ejercicio de los derechos consignados en la Convención Americana o la Declaración Americana ha sido en efecto suspendido, en su totalidad o en parte, en virtud de la imposición de medidas excepcionales, tales como el estado de emergencia, el estado de sitio, suspensión de garantías, o medidas excepcionales de seguridad, entre otras.  El tercer criterio tiene aplicación cuando existen pruebas fehacientes de que un Estado comete violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en la Convención Americana, la Declaración Americana o los demás instrumentos de derechos humanos aplicables.  El cuarto criterio se refiere a los Estados que se encuentran en un proceso de transición de cualquiera de las tres situaciones arriba mencionadas.  El quinto criterio se refiere a situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos fundamentales, consagrados en la Convención Americana o en la Declaración Americana.





